[image: image1.png]


        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-1/2016
LAUDO que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por D. XXXXX contra la entidad “XXXXX”, sobre impugnación de acuerdo por el que se califica como voluntaria y no justificada la baja como socio del reclamante.  
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 26 de enero de 2016 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, en su propio nombre y derecho, de la que, como pretensión principal, se deducía la impugnación del acuerdo adoptado el 17 de diciembre de 2015 por el Consejo Rector de la cooperativa “XXXXX”, ratificado por la Asamblea General de fecha 12 de febrero de 2016, sobre calificación como voluntaria y no justificada de la baja solicitada por el demandante. 
La documentación que se adjuntaba con la demanda ha sido objeto de estudio y valoración a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma a la cooperativa de referencia para su contestación, lo que tuvo lugar en tiempo y forma mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba. 
TERCERO: Con fecha 1 de abril de 2016 el solicitante de arbitraje presentó un nuevo escrito en el que –según decía- formulaba una nueva reclamación contra la cooperativa que nos ocupa. No obstante, mediante acuerdo de fecha 5 de abril de 2016, se consideró oportuno incorporarlo al expediente arbitral de referencia y considerarlo como complemento de la solicitud de arbitraje por la que se inicio el presente procedimiento. 

Por otra parte, una vez que se dio traslado del escrito mencionado en el párrafo precedente a la cooperativa demandada, procedió a su contestación con fecha 11 de abril de 2016. 
CUARTO: Con fecha 13 de abril de 2016 tuvo lugar en la sede de la Dirección Provincial en Ciudad Real de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, previa convocatoria, la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.

Compareció el solicitante de arbitraje, D. XXXXX, asistido por la Letrada Dña. XXXXX, adscrita al Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real con el número XXX. Por parte de la cooperativa demandada compareció su Presidente, D. XXXXX, asistido por la Letrada Dña. XXXXX, colegiada en Albacete con el número XXX, y por el economista D. XXXXX.   

Durante el transcurso del referido acto la parte demandante ratificó el contenido de su solicitud de arbitraje y todos los escritos presentados hasta la fecha, si bien puntualizó que en ningún momento se había solicitado la baja voluntaria como socio de la cooperativa, sino que simplemente se había puesto en conocimiento del Consejo Rector que, en el caso de que finalmente D. Mariano Rodrigo Arenas se desvinculara de la sociedad, tendría que ser a través de los trámites recogidos en el artículo 22 de los Estatutos Sociales, el cual regula la baja obligatoria por causas económicas, circunstancia ésta última que le había aconsejado a través de correo electrónico de fecha 22 de septiembre de 2015 D. XXXXX, abogado, tal y como consta incorporado como documento nº 3 al escrito complementario de la solicitud de arbitraje presentado con fecha 1 de abril de 2016. Además, se insistió en que el demandante no recibió en ningún momento la convocatoria para la reunión del Consejo Rector de fecha 17 de diciembre de 2015, en la que se decidió calificar su baja como “voluntaria injustificada”, con lo que la misma adolece de defectos que motivan la nulidad o anulabilidad de todo lo en ella decidido.  

Por su parte, la representación de la cooperativa ratificó lo alegado tanto en la contestación a la demanda como lo recogido en el escrito por el que se procedía a replicar el complementario de fecha 1 de abril presentado por el solicitante de arbitraje, mencionado anteriormente. De tal forma, indicó que realmente nos encontramos ante una solicitud de baja voluntaria como socio de la cooperativa, y que el resto de circunstancias relacionadas con la situación económica de la entidad tienen su origen en el previo asesoramiento que buscó el demandante para obtener las condiciones más ventajosas en todo este litigio, entre ellas, la posibilidad de tener derecho a la prestación por desempleo; asimismo añadió que, una vez presentada por el interesado la baja voluntaria en la cooperativa, la misma era irrevocable, limitándose en este caso el Consejo Rector a calificar la misma y a determinar sus correspondientes efectos. 
QUINTO: Abierta la fase de proposición de prueba en la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, se consideraron pertinentes y relevantes para la resolución del presente procedimiento todos los documentos que constan incorporados al expediente arbitral, así como los interrogatorios al solicitante de arbitraje y al Presidente de la cooperativa, los cuales tuvieron lugar en ese mismo acto. Es necesario indicar que, por parte del demandante, se propuso además la práctica de los interrogatorios a D. XXXXX, abogado que le asesoró y acompañó a diferentes reuniones, y a D. XXXXX, antiguo gestor de la cooperativa, prueba que en principio no se consideró necesaria tras el resultado de los dos interrogatorios citados anteriormente, si bien quedó en suspenso y condicionada su práctica a lo previsto en el artículo 25 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social.   

Del interrogatorio al Presidente de la cooperativa demandada llevado a cabo por ambas Letradas pueden extraerse las siguientes conclusiones:

· que en la cooperativa de referencia nunca se ha tramitado una baja de socio similar a la que nos ocupa. Con anterioridad sólo se ha tenido oportunidad de tramitar una jubilación.

· Que la baja solicitada ha sido siempre voluntaria, único sentido que supieron darle al escrito presentado por el socio con fecha 5 de octubre de 2015, añadiendo que la verdadera intención del demandante era simular un despido para no perder su derecho a la prestación por desempleo.

· Que el solicitante de arbitraje estuvo trabajando en la cooperativa hasta el mes de diciembre de 2015.

Por otra parte, del interrogatorio al solicitante de arbitraje se puede concluir afirmando:

· Que en ningún caso se opuso al planteamiento de un ERE, aunque sí discrepó abiertamente de la manera en la que el mismo se estaba gestionando una vez aprobado. De hecho, a preguntas del Árbitro que suscribe el presente Laudo, el demandante reconoció que las razones por las que decidió en su día desvincularse de la cooperativa fueron estas discrepancias relativas a la  gestión del ERE.
· A la vista del documento nº 2 que acompaña a la contestación, afirmó no recordar haberlo recibido. No obstante consta una firma estampillada en el “Recibí”, la cual coincide con la que del interesado figura en otros documentos del expediente. En el referido escrito se informa del importe de las participaciones al capital social y de la futura liquidación a practicar una vez se proceda al cierre del ejercicio contable en el que se solicitó la baja, que en el mencionado documento se indica que la misma tuvo lugar el 5 de octubre de 2015.
· Afirmó expresamente, en respuesta a una de las preguntas formulada por la letrada que le asistía, que su intención era no perder su derecho a recibir la correspondiente prestación por desempleo.

· Por último, indicó que en ningún momento ha recibido la convocatoria para la reunión del Consejo Rector del pasado 17 de diciembre de 2015. También añadió que nunca ha recibido convocatoria alguna ni en este caso ni en ningún otro, siendo costumbre que el propio Presidente hiciera llegar las correspondientes actas a los miembros del Consejo Rector para su firma, pero sin que tales reuniones se llevaran a cabo.  

SEXTO: A la vista de lo anterior, el Árbitro que suscribe acordó, a propuesta asimismo de las partes personadas, la práctica por escrito del trámite de conclusiones, al amparo de las facultades que le confiere el artículo 26 del Decreto 72/2006, teniendo en cuenta que de esa manera se concedía mayor celeridad a la tramitación del expediente y, además, no se vulneraban los principios de audiencia, contradicción e igualdad entre partes que deben presidir necesariamente los procedimientos arbitrales.

Así las cosas, en el escrito de conclusiones aportado por la parte reclamante, presentado en tiempo y forma vía telemática el día 5 de mayo de 2016, se ratificaron las cuestiones litigiosas planteadas en la vista previa en el sentido que a su derecho interesaba. En este sentido, respecto de los hechos que considera probados, conviene destacar entre otros los siguientes: admite la existencia de ciertas desavenencias en la ejecución de un ERE, lo que motivó la consulta a un abogado, quien le aconsejó que el único medio adecuado para dejar de formar parte de la cooperativa era la reducción del número de socios en aplicación del artículo 22 de los Estatutos Sociales. Asimismo se reconoce la celebración de varias reuniones con el Presidente de la Cooperativa tendentes a lograr una solución lo menos perjudicial para ambas partes, proponiendo cada una de ellas fórmulas distintas para resolver el presente litigio. Se insiste también en que desde el 5 de octubre, fecha de presentación del escrito que motiva este arbitraje, siguió prestando con normalidad su trabajo en la cooperativa. Respecto de las conclusiones de carácter netamente jurídicas se indica que, al no recibirse convocatoria formal para la reunión del Consejo Rector de fecha 17 de diciembre de 2015, todo lo en ella acordado es nulo de pleno derecho; asimismo se insiste en que la tramitación que tendría que haberse dado a su baja como socio es la comprendida en el artículo 22 de los Estatutos Sociales, habiéndose interpretado erróneamente su escrito de fecha 5 de octubre. 
Trasladadas las anteriores conclusiones a la cooperativa demandada, siguiendo el orden procedimental establecido reglamentariamente, tuvo entrada también por vía telemática con fecha 6 de mayo de 2016 su correspondiente escrito de conclusiones, en el que se indica lo siguiente: del documento presentado el 5 de octubre no puede deducirse otra cosa que no sea la solicitud de baja voluntaria, apreciándose de forma clara la intención del socio de dar forma concreta a su baja con objeto de no perder su derecho a la prestación por desempleo. Por otra parte, no concede relevancia alguna a las negociaciones y conversaciones abiertas entre las partes a partir de la presentación de la baja. De todo lo anterior se desprende la calificación como baja voluntaria no justificada de carácter irrevocable.
Habiendo dado traslado la Comisión de Arbitraje de este último escrito de conclusiones al demandante para su conocimiento, con fecha 6 de mayo remitió un nuevo escrito en el que consideraba que, en su opinión, se había producido un allanamiento a sus pretensiones; lógicamente, ante la importancia de lo manifestado, se dio traslado del referido documento a la cooperativa, quien procedió a negar expresamente que se hubiera producido un allanamiento por su parte, ratificando además el líneas generales todas las alegaciones efectuadas a lo largo del presente procedimiento.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Tal y como quedaron fijados los términos de la cuestión litigiosa en la vista previa que, a tal efecto, se celebró el pasado 13 de abril de 2016, el presente litigio se centra en dirimir las discrepancias existentes en relación con la calificación de la baja como socio del solicitante de arbitraje, pues el Consejo Rector acordó que la misma era voluntaria injustificada, y aquél estimaba que la misma reunía todos los requisitos para poder calificarla como obligatoria por causas económicas.


Dejado sentado lo anterior, es conveniente comenzar recordando las especiales circunstancias que caracterizan la relación laboral de un socio-trabajador que presta sus servicios en una cooperativa de trabajo asociado, las cuales han servido de sustento a la fundamentación jurídica del presente Laudo. En este tipo de cooperativas, que tienen por objeto proporcionar a sus socios puestos de trabajo mediante su esfuerzo personal y directo, la cualidad de socio está indisolublemente unida a la condición de trabajador, pero nunca subordinada a ésta, con independencia de que la prestación laboral sea la esencia del vínculo societario. Por consiguiente, la relación de los socios trabajadores con la cooperativa es eminentemente societaria, no siendo equiparable a la de los trabajadores que prestan sus servicios por cuenta ajena por más que la legislación en algunos aspectos particulares haya aproximado el régimen del socio trabajador con el del trabajador por cuenta ajena.
TERCERO: Centrándonos en el supuesto que nos ocupa, es preciso analizar todos y cada uno de los motivos de impugnación que, en contra del acuerdo del Consejo Rector de fecha 17 de diciembre de 2015 y confirmado por la Asamblea General de 12 de febrero de 2016, han sido alegados por el solicitante de arbitraje. 


Justifica el demandante en primer lugar la nulidad o anulabilidad de lo acordado por el Consejo Rector al concurrir determinados defectos en la convocatoria de su reunión de 17 de diciembre de 2015, consistentes principalmente en que el interesado, ostentando un cargo en el referido órgano societario, no recibió en ningún momento citación para asistir a la misma.  
Regula el artículo 67.2.a) de la Ley 11/2010 la forma en la que deben convocarse las reuniones del Consejo Rector, disponiendo que su Presidente debe hacerlo con tres días al menos de antelación, añadiendo que en caso de urgencia puede hacerse de forma verbal, telefónica o por cualquier otro medio. En el mismo sentido, el artículo 39 de los vigentes Estatutos Sociales establece la necesidad de que el Consejo Rector sea convocado por su Presidente, sin detallar la forma en la que llevar a cabo la referida convocatoria. 
Dejado sentado lo anterior conviene señalar que, a la hora de proceder a la fiscalización del cumplimiento de los requisitos que deben concurrir en la convocatoria, constitución o celebración de las reuniones de cualquier órgano de las entidades cooperativas –en este caso del Consejo Rector-, se ha de proceder en la medida de lo posible con la debida ponderación y cautela, con objeto de no privar de validez a los acuerdos o decisiones adoptados por aquél que no se vean afectados por los vicios que se aleguen, evitando así dificultar o entorpecer el propio funcionamiento de la sociedad de que se trate, todo ello sin perjuicio de dejar al margen aquellos supuestos en los que los defectos sean realmente de tal magnitud que los acuerdos carezcan de validez por las circunstancias que concurrieron en su adopción. En el presente caso, si bien es cierto que no queda acreditado en la documentación que ha sido objeto de estudio el cumplimiento del plazo tres días de antelación fijado legalmente para la convocatoria, no es menos cierto que, unas horas antes de que se reuniera el Consejo Rector, se le indicó al solicitante de arbitraje a través de “whatsapp” (de su contenido incluso puede afirmarse que se trataba de un recordatorio) que la referida reunión iba a tener lugar ese mismo día, siendo también contestado por éste en el sentido de informar de la situación de baja médica en la que se encontraba. Por tanto, el defecto en la convocatoria del Consejo Rector consistente en no respetar el plazo de antelación antes apuntado resultó inocuo respecto del reclamante, ya que no fue el incumplimiento de ese mero formalismo la causa real de que no pudiera asistir. Es más, del contenido de los mensajes telefónicos cruzados puede afirmarse que no sólo era conocedor de que el Consejo iba a reunirse ese mismo día, sino incluso de los asuntos que en su seno iban a tratarse. 
Para poder estimar las alegaciones vertidas por el solicitante de arbitraje en este punto sería preciso que, junto con el defecto formal denunciado, fuera constatable una actitud manifiestamente encaminada a ocultar o impedir que el interesado pudiera asistir a la reunión del día 17 de diciembre, algo que en el presente caso no se produce. En su contestación, dirigida a través de mensaje telefónico al Presidente de la cooperativa, afirma expresamente encontrarse en situación de incapacidad temporal, añadiendo, respecto de la decisión a tomar por el Consejo Rector en la reunión que nos ocupa, que su baja como socio debería en todo caso encuadrarse en la categoría de obligatoria por causas económicas. Por consiguiente, tal y como se ha indicado con anterioridad, la inasistencia del interesado a la reunión del Consejo Rector no estuvo en ningún caso motivada por el incumplimiento del plazo en su convocatoria y, a pesar de ello, tuvo oportunidad de dar a conocer su punto de vista antes de que el órgano de dirección de la cooperativa adoptara una decisión al respecto. Si a todo lo anterior le unimos que, según refirió el solicitante de arbitraje en la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, ha sido costumbre generalmente aceptada por los miembros del Consejo Rector de esta cooperativa el no recibir en ningún caso de manera formal las correspondientes convocatorias a sus reuniones, nada puede reprocharse en el supuesto que nos ocupa en tal sentido.  
Por tanto, teniendo en cuenta la necesaria ponderación antes apuntada entre los posibles defectos formales que pudieran existir y la entidad de los mismos, puede concluirse que no existe motivo suficiente que justifique la declaración de nulidad de la convocatoria, constitución o celebración del Consejo Rector de fecha 17 de diciembre de 2015, no pudiéndose estimar el defecto invocado.
CUARTO: Entrando ya a analizar los motivos de impugnación u oposición relativos al fondo de la cuestión litigiosa planteada, es preciso comenzar por la afirmación realizada en la vista previa por la parte demandante de que en ningún caso se habría solicitado la baja como socio de la cooperativa, sino que únicamente se trataba de una especie de advertencia o sugerencia en el sentido de que, si finalmente por parte de la cooperativa se consideraba oportuno prescindir de los servicios del solicitante de arbitraje, deberían seguirse los trámites previstos para las bajas obligatorias por causas económicas. Conviene en este punto, para mayor claridad, transcribir literalmente el contenido de la comunicación que se dirigió el pasado 5 de octubre a la cooperativa, la cual es la causa desencadenante del litigio que nos ocupa, a saber:
“XXXXX, como socio de la Cooperativa XXXXX, expongo mi baja de la misma por motivos personales.
Me he estado informando y el despido se puede efectuar por causas económicas para reducir gastos a la cooperativa, ya que la empresa no es viable económicamente. Me han dicho que si se me despide tengo derecho al paro”.


A la vista del texto transcrito, resulta difícil hacer una interpretación del mismo distinta de la que en su día hizo la propia cooperativa, es decir, considerar que nos encontramos ante una verdadera solicitud de baja voluntaria del socio. Bien es cierto que el término “solicitud” o “solicito” no se menciona expresamente, pero de lo afirmado en su primer párrafo se deduce la intención clara de desvincularse de la cooperativa exclusivamente por motivos personales, los cuales se pusieron de manifiesto en el acto de la vista previa celebrada el 13 de abril de 2016 y se concretaron en las discrepancias surgidas entre el solicitante de arbitraje y la cooperativa respecto de la gestión de las condiciones reflejadas en un Expediente de Regulación de Empleo previamente aprobado, razones que en ningún caso sirven para considerar esa baja como obligatoria. 
Por otra parte, consta incorporado a la contestación a la demanda como documento número 2 un escrito fechado el 17 de noviembre de 2015 en el que, además de figurar estampillada la firma del demandante en el “Recibí”, se procede a informarle del valor en ese momento de sus aportaciones obligatorias, indicándole asimismo que la liquidación definitiva no podrá confeccionarse hasta en tanto no se proceda al cierre del ejercicio contable en el que se produce la baja, de conformidad con lo previsto legalmente. En consecuencia, el tratamiento que desde un principio efectuó la cooperativa respecto de la intención última del socio fue –como no podía ser de otra forma- considerar la misma como una baja voluntaria, debiéndose encuadrar las negociaciones que se han mantenido antes y después del 5 de octubre de 2015 dentro de la necesidad de buscar una solución lo menos perjudicial para ambas partes, pero sin olvidar el verdadero trasfondo de todo este litigio, confirmado expresamente por el solicitante de arbitraje en el acto de la vista previa, es decir, su intención de desvincularse voluntariamente de la cooperativa por las discrepancias antes apuntadas surgidas en la aplicación del ERE, pero sin que ello supusiera la pérdida de su derecho a una prestación por desempleo. 
QUINTO: Se alega también que, a la vista del escrito de fecha 5 de octubre antes citado, lo que procedía era haber iniciado por parte de la cooperativa los trámites recogidos en el artículo 22 de los Estatutos Sociales, previstos para las bajas obligatorias fundadas en causas económicas, pero en ningún caso considerar que se trataba de una solicitud de baja voluntaria. 
Regula el artículo 126 de la 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, la forma en la que proceder en los casos en los que sea necesario declarar como obligatoria una baja por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción y derivadas de fuerza mayor, siendo coincidente en líneas generales con lo establecido en el artículo 22 de los Estatutos. En este sentido se exige que sea en Asamblea General, y por votación secreta, la forma en la que se constate la necesidad de reducir el número de socios trabajadores como fórmula para mantener la viabilidad empresarial de la cooperativa, debiéndose indicar también el nombre de los socios afectados por tal medida. Dicho de otro modo, es la Asamblea General el órgano competente para tomar las medidas oportunas que garanticen la viabilidad de la cooperativa, pero en ningún caso se autoriza, legal o estatutariamente, que los socios cooperativistas promuevan la extinción de su relación por causas económicas. 
Procede en este punto recordar lo indicado en el Fundamento de Derecho Segundo del presente Laudo respecto de la relación societaria y no laboral que caracteriza el vínculo entre el socio-trabajador y la cooperativa en la que presta sus servicios. Por tanto, respecto de la solicitud de baja por motivos económicos que pudiera reclamar unilateralmente un socio, hay que insistir en que la cooperativa es una organización en común para la producción de bienes y servicios en la que todos los cooperativistas se encuentran en la misma situación y, por tanto, ninguno de ellos está obligado a soportar la carga financiera que pudiera conllevar la separación del proyecto común por parte de uno de los socios ya que, precisamente derivado de su condición de tal, las dificultades económicas revierten por igual en todos ellos, como también sucede en el caso de que existieran beneficios. En estos casos no es posible hablar de un trabajador por cuenta ajena, por mucho que en determinados aspectos la legislación haya aproximado una y otra figura, no siendo ajustado a derecho que sea el propio socio quien exija a la Asamblea General que declare y califique su baja como obligatoria por causas económicas. En consecuencia, no puede estimar las pretensiones del solicitante de arbitraje en este sentido.
SEXTO: Alega asimismo el demandante que, unas horas antes de que se reuniera el Consejo Rector el 17 de diciembre de 2015, remitió un burofax a la cooperativa en el que ponía de manifiesto su intención de retirar la baja solicitada con fecha 5 de octubre. Conviene en este caso también transcribir el contenido del mencionado escrito para mayor claridad:

“Por la presente y en relación a mi anterior escrito de fecha 5 de octubre pasado y dado que la Asamblea General de la Cooperativa a la que me dirijo no ha activado, según dejé solicitado, el mecanismo del artículo 22 de los Estatutos Sociales, por medio del presente vengo a retirar mi ofrecimiento relativo a que la resolución de reducción de socios trabajadores pudiera afectarme”.

Respecto de la posibilidad de calificar la baja solicitada como obligatoria por causas económicas, nos remitimos a lo indicado en el Fundamento de Derecho anterior sobre la competencia exclusiva de la Asamblea General para tomar tal decisión, sin estar vinculada por la solicitud que pudiera efectuar a esos efectos cualquier socio individualmente. Nos centraremos en este punto en la posibilidad de retirar con posterioridad a su presentación, y siempre antes de que el Consejo Rector haya adoptado el correspondiente acuerdo de calificación, la solicitud de baja presentada por un socio; dicho de otro modo, de lo que se trata es de estudiar si es posible que un socio que, previamente ha solicitado su baja, se retracte posteriormente de tal decisión. 

La regulación que de esta materia efectúa la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no prevé en principio esta posibilidad. De tal forma, dispone su artículo 28 que el socio podrá solicitar voluntariamente su baja por escrito en cualquier momento con observancia del preceptivo plazo de preaviso, añadiendo que la calificación y la determinación de los efectos de esa solicitud será competencia del Consejo Rector, que deberá formalizarla en un plazo de tres meses. Nada se prevé respecto de que el socio pueda retractarse de esa solicitud de baja previamente remitida; sin embargo, admitiendo que la vigente Ley de Cooperativas no contempla ni regula este supuesto, tampoco lo prohíbe expresamente, es decir, no existe precepto alguno que disponga la irrevocabilidad de la posible baja solicitada, de lo que cabe deducir que nada impide que se pueda estimar la misma en aplicación del principio general del derecho relativo a que todo lo no prohibido debe necesariamente permitirse.

No obstante lo indicado en el párrafo precedente, lo que sí hace expresamente la Ley es designar el órgano que asume legalmente la competencia para calificar y determinar los efectos de las bajas que se produzcan, haciendo recaer tal función sobre el Consejo Rector. Por tanto, en última instancia, la posibilidad de admitir la retractación de una solicitud de baja depende en exclusiva del órgano rector de cada cooperativa y de la interpretación que de la misma efectúe, y no de lo dispuesto normativamente ya que, tal y como se ha indicado, la Ley no proscribe esa posibilidad. Consiguientemente, en contra de lo defendido por la entidad demandada en el presente litigio, sí hubiese sido posible estimar la revocación de la solicitud de la baja como socio, y ello pese a que ésta se haya hecho de forma clara, expresa e inequívoca, si bien sería preciso e ineludible que el Consejo Rector diera por buena y admitiera la referida retractación al ser el órgano legalmente competente para determinar sus efectos. 

En relación con lo indicado en el párrafo precedente, en el supuesto que nos ocupa no es posible estimar la alegación consistente en imponer al Consejo Rector la obligación de admitir la revocación de las bajas que se soliciten, sobre todo si – tal y como ocurre en el presente caso- la voluntad de desvincularse de la cooperativa por parte del solicitante de arbitraje consta expresamente manifestada en su escrito de fecha 5 de octubre de 2015. No obstante, las relaciones entre la cooperativa y sus socios están presididas en general por los obligados principios de lealtad, buena fe y confianza legítima, marco interpretativo en el que habría que circunscribir la solicitud de baja que nos ocupa y que, a su vez, sustentó el periodo de conversaciones y negociaciones abierto entre el reclamante y la propia cooperativa a partir de ese momento, bajo la premisa de unas expectativas que parecían en aquel momento razonables. Por tanto, no resulta aconsejable poner en duda en el presente caso la buena fe de ninguna de las partes, sobre todo si tenemos en cuenta que nos encontramos ante una relación societaria iniciada hace más de veinte años y, en palabras de D. XXXXX, “sin que en dicho lapso de tiempo se haya generado conflicto alguno ni con el resto de socios ni con los órganos de gobierno”, actitud de mutua confianza que no debiera verse truncada ni por lo establecido literalmente en la norma, ni por interpretaciones de la misma excesivamente rigurosas y encorsetadas, las cuales podrían estar motivadas por un dogmatismo a todas luces exacerbado. 
En resumen, a pesar de que no existe obligación del Consejo Rector de admitir la revocación de la solicitud de baja como socio presentada por el demandante, lo deseable sería que ambas partes, bajo la premisa de la lealtad y mutua confianza apuntada anteriormente, fueran aún capaces de alcanzar una solución satisfactoria para ambas.
SÉPTIMO: Por último, conviene hacer una reflexión respecto de la fecha en la que comienza a tener efectos en el presente caso la baja solicitada, ya que sobre este punto tampoco existe acuerdo entre las partes. 

Son numerosas las sentencias del propio Tribunal Supremo que resuelven supuestos similares al que nos ocupa, como por ejemplo la de 16 de marzo de 1998 citada por las partes. En la misma se afirma que “la cuestión nuclear y única debatida en el proceso al que este recurso se refiere es la atinente a determinar si la baja voluntaria de un socio de una Cooperativa (supuesto el total cumplimiento del plazo de su permanencia obligatoria en la misma, que aquí no se cuestiona, y al que más adelante nos referiremos) se produce automáticamente, por el solo hecho, y en la misma fecha, de su manifestación de voluntad en tal sentido, dirigida a la Cooperativa, o si, por el contrario, para que tal baja voluntaria se produzca, ha de cumplirse necesariamente antes, en todo caso, el plazo de preaviso legal y estatutariamente establecido”, afirmando más adelante esta misma sentencia que la baja voluntaria “se produce automáticamente en el momento y desde la fecha mismos en que el socio comunica a la cooperativa su voluntad en tal sentido, con las dos únicas limitaciones siguientes:

1ª El incumplimiento del plazo de preaviso dará lugar a la correspondiente indemnización de daños y perjuicios (…).

2ª La baja se entenderá producida al término del plazo del preaviso únicamente a los efectos previstos en el artículo 80 de la Ley. 
En consecuencia, en el año 1998 todos los efectos de la baja voluntaria se producían desde el mismo momento en el que se solicitaba, según el Tribunal Supremo. Sin embargo, el árbitro que suscribe difiere ligeramente de ésta opinión, sobre todo tras la entrada en vigor de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha; así, su artículo 28 establece de forma literal que “la calificación y determinación de los efectos de la baja será competencia del Consejo Rector, el cual deberá formalizarla en un plazo máximo de tres meses”. Por tanto, en nuestra Comunidad Autónoma los efectos de la baja voluntaria no se producen de forma automática con la simple comunicación de la misma, sino que dependen en primera instancia de la decisión que tome al respecto el Consejo Rector en el plazo conferido. Lo que pretende la Ley con esta previsión es sencillamente evitar que la fecha de eficacia de la baja quede en manos de cualquiera de las partes interesadas en la misma, es decir, que no quede al arbitrio único del socio ni tampoco a la libre apreciación de la cooperativa, debiéndose tener en cuenta lo dispuesto tanto en la Ley como en los Estatutos. Precisamente para dar solución a los supuestos en los que no se produce esa calificación en plazo, lo que supondría dejar en manos del órgano rector de la cooperativa el momento en el que se determinan los correspondientes efectos, la Ley prevé una consecuencia negativa en su artículo 28.3, como lo es la obligatoriedad de considerar en estos casos la baja voluntaria como justificada, y ello con independencia del resto de circunstancias que pudieran concurrir. 
En relación con lo anterior es preciso indicar que, en el presente caso, se determinaron los efectos de la  baja con anterioridad a la  finalización del plazo de tres meses dispuesto legalmente ya que, habiendo recibido la cooperativa con fecha 5 de octubre la solicitud de baja, la misma es calificada y determinados su efectos con fecha 17 de diciembre, días antes de que concluyera el plazo antes indicado. Por otra parte, concurriendo la circunstancia de que no se ha respetado el plazo de seis meses de preaviso establecido en el artículo 13 de los Estatutos Sociales, necesariamente debe calificarse la baja como injustificada, de conformidad con lo dispuesto asimismo en el referido artículo. 

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe desestimarse la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX contra la entidad “XXXXX”, y declararse ajustado a derecho el acuerdo del Consejo Rector de fecha 17 de diciembre de 2015, ratificado por la Asamblea General de 12 de febrero de 2016, sobre calificación como voluntaria y no justificada de la baja como socio solicitada. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 12 de mayo de 2016
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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